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Tribunal de Transparencia y Acceso a la 
Información Pública 

   
RESOLUCIÓN N° 003424-2023-JUS/TTAIP-SEGUNDA SALA 

 
Expediente : 02897-2023-JUS/TTAIP 
Recurrente : BRAYAN MARTIN RAMOS CASTILLO  
Entidad : UNIVERSIDAD NACIONAL DE SAN ANTONIO ABAD DEL 

XXXX..CUSCO 
Sumilla :  Declara fundado en parte recurso de apelación 
 

Miraflores, 27 de setiembre de 2023 
 

VISTO el Expediente de Apelación Nº 02897-2023-JUS/TTAIP de fecha 28 de agosto 
de 2023, interpuesto por BRAYAN MARTIN RAMOS CASTILLO contra la denegatoria 
por silencio administrativo negativo de la solicitud de acceso a la información pública 
presentada ante la UNIVERSIDAD NACIONAL DE SAN ANTONIO ABAD DEL CUSCO 
mediante Expediente N° 557209 de fecha 10 de agosto de 2023.  
 

CONSIDERANDO:  
 

I. ANTECEDENTES 
 

Con fecha 10 de agosto de 2023, el recurrente solicitó a la entidad que se le remita 
a su correo electrónico la información que a continuación se detalla: 
 
“a) Copia digital de la tesis de doctorado del señor Alejandro Soto Reyes, actual 
presidente del Congreso de la República, denominada “La responsabilidad civil de 
las autoridades elegidas por voto popular desaforadas por causales de vacancia” y 
presentada en la Universidad Nacional de San Antonio Abad del Cusco. 
b) Copia digital de la tesis de maestría del señor Alejandro Soto Reyes, actual 
presidente del Congreso de la República, presentada en la Universidad Nacional de 
San Antonio Abad del Cusco. 
c) Verificación de egreso del señor Alejandro Soto Reyes, actual presidente del 
Congreso de la República, del doctorado en derecho cursado en la Universidad 
Nacional de San Antonio Abad del Cusco. Adjuntar el plan de estudios, el número de 
créditos aprobados, relación de notas obtenidas, relación de docentes que dictaron 
los cursos, copia digital del plan de tesis, horas de estudio, modalidad de estudio, 
periodo de duración del doctorado, diploma y/o constancia de egreso, constancias 
de deuda, de ser el caso. 
d) Verificación de egreso del señor Alejandro Soto Reyes, actual presidente del 
Congreso de la República, de la maestría en derecho cursada en la Universidad 
Nacional de San Antonio Abad del Cusco. Adjuntar el plan de estudios, el número de 
créditos aprobados, relación de notas obtenidas, relación de docentes que dictaron 
los cursos, copia digital del plan de tesis, horas de estudio, modalidad de estudio, 
periodo de duración del doctorado, diploma y/o constancia de egreso, constancia de 
deuda, de ser el caso.” 
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Con fecha 28 de agosto de 2023 el recurrente interpuso el recurso de apelación 
materia de análisis, al considerar denegada su solicitud de acceso a la información 
pública en aplicación del silencio administrativo negativo. 
 
Mediante Resolución N° 003195-2023-JUS/TTAIP-SEGUNDA SALA1 se admitió a 
trámite el referido recurso impugnatorio, requiriendo la remisión del expediente 
administrativo generado para la atención de la solicitud, así como la formulación de 
sus descargos, sin haber recibido a la fecha documentación alguna.  
 

II. ANÁLISIS 
 

El numeral 5 del artículo 2 de la Constitución Política del Perú establece que toda 
persona tiene derecho a solicitar sin expresión de causa la información que requiera 
y a recibirla de cualquier entidad pública, en el plazo legal, con el costo que suponga 
el pedido, con excepción de aquellas informaciones que afectan la intimidad personal 
y las que expresamente se excluyan por ley o por razones de seguridad nacional. 
 
A su vez, el artículo 3 del Texto Único Ordenado de la Ley N° 27806, Ley de 
Transparencia y Acceso a la Información Pública, aprobado por el Decreto Supremo 
N° 0021-2019-JUS2, indica que toda la información que posea el Estado se presume 
pública, salvo las excepciones expresamente previstas por ley. 
 
Asimismo, el artículo 10 del mismo cuerpo legal establece que las entidades de la 
Administración Pública tienen la obligación de proveer la información requerida si se 
refiere a la contenida en documentos escritos, fotografías, grabaciones, soporte 
magnético o digital, o en cualquier otro formato, siempre que haya sido creada u 
obtenida por ella o que se encuentre en su posesión o bajo su control. 
 
Cabe anotar que el segundo párrafo del artículo 13 de la Ley de Transparencia, 
establece que la denegatoria al acceso a la información solicitada debe ser 
debidamente fundamentada por las excepciones de los artículos 15 a 17 de la 
mencionada ley. Por su parte, el tercer párrafo del mismo artículo 13 establece que 
la solicitud de información no implica la obligación de las entidades de la 
Administración Pública de crear o producir información con la que no cuente o no 
tenga obligación de contar al momento de efectuarse el pedido, añadiendo que en 
dicho caso la entidad deberá comunicar por escrito que la denegatoria de la solicitud 
se debe a la inexistencia de datos en su poder respecto de la información solicitada. 
 
Además, el primer párrafo del artículo 18 de la Ley de Transparencia señala que las 
excepciones establecidas en los artículos 15, 16 y 17 del referido texto son los únicos 
supuestos en los que se puede limitar el derecho al acceso a la información pública, 
por lo que deben ser interpretados de manera restrictiva por tratarse de una limitación 
a un derecho fundamental.  
 
2.1 Materia en discusión 

 

De autos se aprecia que la controversia consiste en determinar si la información 
requerida por el administrado es de naturaleza pública y en consecuencia 
corresponde disponer su entrega.  
 

2.2 Evaluación 
 

 
1    Resolución notificada a la entidad con fecha 19 de setiembre de 2023, conforme la información proporcionada por la 

Secretaría Técnica de esta instancia. 
2     En adelante, Ley de Transparencia. 
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Conforme con lo dispuesto por las normas anteriormente citadas y en aplicación 
del Principio de Publicidad, toda información que posean las entidades que 
conforman la Administración Pública contenida en documentos escritos o en 
cualquier otro formato es de acceso público, por lo que las restricciones o 
excepciones injustificadas a su divulgación menoscaban el derecho fundamental 
de toda persona al acceso a la información pública. 
 
Igualmente, toda documentación que obra en el archivo o dominio estatal es de 
carácter público para conocimiento de la ciudadanía por ser de interés general, 
conforme lo ha establecido el Tribunal Constitucional en el Fundamento 5 de la 
sentencia recaída en el Expediente N° 4865-2013-PHD/TC: 
 
“La protección del derecho fundamental de acceso a la información pública no 
solo es de interés para el titular del derecho, sino también para el propio Estado 
y para la colectividad en general. Por ello, los pedidos de información pública no 
deben entenderse vinculados únicamente al interés de cada persona requirente, 
sino valorados además como manifestación del principio de transparencia en la 
actividad pública. Este principio de transparencia es, de modo enunciativo, 
garantía de no arbitrariedad, de actuación lícita y eficiente por parte del Estado, 
y sirve como mecanismo idóneo de control en manos de los ciudadanos”.  
 
Al respecto, el artículo 3 de la Ley de Transparencia, que consagra 
expresamente el Principio de Publicidad, establece que “Toda información que 
posea el Estado se presume pública, salvo las excepciones expresamente 
previstas por (…) la presente Ley”. Es decir, establece como regla general la 
publicidad de la información en poder de las entidades públicas, mientras que el 
secreto es la excepción. 
 
Dentro de ese contexto, el tercer párrafo del artículo 13 de la Ley de 
Transparencia establece que la solicitud de información no implica la obligación 
de las entidades de la Administración Pública de crear o producir información 
con la que no cuente o no tenga obligación de contar al momento de efectuarse 
el pedido, en tal sentido, efectuando una interpretación contrario sensu, es 
perfectamente válido inferir que la administración pública tiene el deber de 
entregar la información con la que cuenta o aquella que se encuentra obligada a 
contar. 
 
Al respecto, siendo la Universidad Nacional De San Antonio Abad del Cusco una 
universidad estatal, es considerada entidad de la Administración Pública, por lo 
que toda información que haya generado o se encuentre bajo su poder o control, 
es de acceso público, salvo que ésta se encuentre comprendida en alguno de 
los supuestos de excepción previstos por la Ley de Transparencia. 
 
Además, el Tribunal Constitucional ha señalado en el Fundamento 5 de la 
sentencia recaída en el Expediente N° 3035-2012-PHD/TC, que “De acuerdo con 
el principio de máxima divulgación, la publicidad en la actuación de los poderes 
públicos constituye la regla y el secreto, cuando cuente con cobertura 
constitucional, la excepción, de ahí que las excepciones al derecho de acceso a 
la información pública deben ser interpretadas de manera restrictiva y 
encontrarse debidamente fundamentadas”.  
 
De lo expuesto se desprende, con relación al derecho de acceso a la información 
pública, que la regla general es garantizar a los ciudadanos su pleno ejercicio, 
mientras que la restricción a dicho derecho tiene una naturaleza extraordinaria y 
de excepción.  
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Ahora bien, se advierte de autos que el recurrente solicitó a la entidad cuatro (4) 
ítems de información relacionados a los grados de maestro y doctor del señor 
Alejandro Soto Reyes, conforme a lo detallado en los antecedentes de la 
presente resolución. Siendo que dicha solicitud no fue atendida conforme a ley, 
por lo que la entidad ha omitido indicar que no cuenta con la información 
requerida, no tiene la obligación de poseerla o, teniéndola en su poder, acreditar 
la existencia de una causal de excepción al ejercicio del derecho de acceso a la 
información pública contemplado en la Ley de Transparencia, conforme lo exige 
el Tribunal Constitucional en el Fundamento 13 de la sentencia recaída en el 
Expediente N° 2579-2003-HD/TC, en cuanto señala lo siguiente: 

“Como antes se ha mencionado, esta presunción de inconstitucionalidad se 
traduce en exigir del Estado y sus órganos la obligación de probar que existe 
un bien, principio o valor constitucionalmente relevante que justifique que se 
mantenga en reserva, secreto o confidencialidad la información pública 
solicitada y, a su vez, que sólo si se mantiene tal reserva se puede servir 
efectivamente al interés constitucional que la justifica. De manera que si el 
Estado no justifica la existencia del apremiante interés público para negar el 
acceso a la información, la presunción que recae sobre la norma o acto debe 
efectivizarse y confirmarse su inconstitucionalidad; y, consecuentemente, la 
carga de la prueba sobre la necesidad de mantener en reserva el acceso a la 
información ha de estar, exclusivamente, en manos del Estado”. (subrayado 
agregado) 
 

En esa línea, atendiendo a que la entidad no ha manifestado y acreditado que 
dicha documentación se encuentre protegida por alguna excepción al derecho 
de acceso a la información pública previsto por la Ley de Transparencia, la 
Presunción de Publicidad respecto del acceso a dicha documentación se 
encuentra plenamente vigente al no haber sido desvirtuada por la mencionada 
entidad. 
 
A mayor abundamiento respecto a las tesis requeridas en los ítems a) y b) de la 
solicitud, es preciso señalar que el Tribunal Constitucional indicó en los 
Fundamentos 4 y 5 de la sentencia recaída en el Expediente N° 0644-2004-
HD/TC, que la información vinculada al ámbito privado o particular, deja tal 
carácter “(…) si se vinculan a determinados requisitos exigibles en el ámbito de 
los procedimientos administrativos, para convertirse en documentos con carácter 
público que no se encuentran exceptuados de reserva o protección legal alguna”. 
Agregando que, “[u]na vez incorporados estos al ámbito administrativo a fin de 
cumplir con los requisitos que la administración impone, asumen el carácter de 
información pública que puede encontrarse a disposición de quienes, 
cumpliendo los requisitos de ley, así lo soliciten” (subrayado agregado). 

En ese sentido, la aprobación de un trabajo de investigación original y crítico 
constituye un requisito para la adopción de una decisión de naturaleza 
administrativa, esto es, una decisión que corresponde a una de las principales 
funciones que la ley ha delegado a las universidades, como es la emisión de 
títulos y grados académicos a nombre de la Nación.  

En dicho contexto, si bien la tesis presentada para la obtención de un grado 
académico constituye un trabajo original cuya autoría corresponde al estudiante, 
dicha tesis constituye a su vez un requisito esencial que éste debe presentar 
para lograr el otorgamiento del respectivo grado académico por parte de la 
universidad, y en dicha medida el referido trabajo académico debe cumplir 
determinados requerimientos señalados en la ley (como su carácter original) y 
en los reglamentos internos de cada centro de estudios. El cumplimiento de 
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dichas condiciones normativas sustenta que la decisión de la universidad de 
otorgar el grado académico resulta válida, por lo que los documentos que 
permiten verificar el aludido cumplimiento de los requisitos legales constituyen 
información pública, conforme al artículo 10 de la Ley de Transparencia.  

En consecuencia, corresponde estimar el recurso de apelación presentado por 
el recurrente y ordenar a la entidad que entregue la información pública requerida, 
o, en caso de inexistencia de la misma, informe de manera clara y precisa 
respecto de dicha circunstancia al administrado, conforme lo dispuesto en el 
precedente de observancia obligatoria emitido por esta instancia mediante 
Resolución N° 01030077202053. 
 

Finalmente, es pertinente indicar que de conformidad con los artículos 30 y 35 del 
Reglamento de la Ley de Transparencia, aprobado por Decreto Supremo N° 072-2003-
PCM, en aplicación de la Ley N° 30057, Ley del Servicio Civil, corresponde a cada 
entidad determinar la responsabilidad en que eventualmente hubieran incurrido sus 
funcionarios y/o servidores por la comisión de presuntas conductas infractoras a las 
normas de transparencia y acceso a la información pública. 
 
En virtud de la licencia otorgada a la Vocal Titular de la Segunda Sala Vanesa Vera 
Muente el 27 de setiembre de 2023, interviene el Vocal Titular de la Primera Sala de esta 
instancia Ulises Zamora Barboza, de conformidad con lo dispuesto en la Resolución N° 
031200252020, de fecha 6 de agosto de 2020, la que señaló el criterio de reemplazo en 
el caso de vacaciones de un vocal 4 , y la Resolución N° 000004-2023-JUS/TTAIP-
PRESIDENCIA, de fecha 23 de marzo de 2023, la que estableció el orden de antigüedad 
de los vocales del Tribunal de acuerdo a la fecha de su colegiatura5. 
 

De acuerdo con lo dispuesto por el artículo 6 y en el numeral 1 del artículo 7 del Decreto 
Legislativo N° 1353, Decreto Legislativo que crea la Autoridad Nacional de 
Transparencia y Acceso a la Información Pública, Fortalece el Régimen de Protección 
de Datos Personales y la Regulación de la Gestión de Intereses; 
 
SE RESUELVE:  
 
Artículo 1.- DECLARAR FUNDADO el recurso de apelación recaído en el Expediente 
N° 02897-2023-JUS/TTAIP interpuesto por BRAYAN MARTIN RAMOS CASTILLO; en 
consecuencia, ORDENAR a la UNIVERSIDAD NACIONAL DE SAN ANTONIO ABAD 
DEL CUSCO que entregue de la información pública solicitada por el recurrente, 
conforme a los argumentos expuestos en la parte considerativa de la presente 
resolución. 

 
3  Dentro de ese marco, en el supuesto de inexistencia de la información requerida, es importante resaltar que mediante 

la Resolución N° 010300772020 emitida por esta instancia y publicada en el Diario Oficial El Peruano el día 11 de 
febrero de 2020, se declaró precedente administrativo de observancia obligatoria lo siguiente: “Las entidades no 
podrán denegar el acceso a la información pública, argumentando únicamente que la documentación requerida no 
ha sido creada por ésta, atendiendo a que el derecho de acceso a la información pública abarca no solamente la 
posibilidad de obtener aquella que ha sido generada por la propia institución, sino también a la que no siendo creada 
por ésta, se encuentra en su posesión. En tal sentido, cuando las entidades denieguen el acceso a la información 
pública en virtud a la inexistencia de la documentación requerida, deberán previamente verificar mediante los 
requerimientos a las unidades orgánicas que resulten pertinentes si la información: i) fue generada por la entidad; y, 
ii) si ha sido obtenida, se encuentra en su posesión o bajo su control; asimismo, luego de descartar ambos 
supuestos, deberán comunicar de manera clara y precisa dicha circunstancia al solicitante”. (subrayado y 
resaltado agregados)  

4  En esta resolución se consigna el Acuerdo de Sala Plena de fecha 3 de agosto de 2020, conforme al cual en el caso 
de vacaciones de un vocal: “El reemplazo se realiza según el criterio de antigüedad, iniciando con el Vocal de la otra 
Sala con la colegiatura más antigua hasta completar un período de treinta (30) días calendario, consecutivos o no, 
con independencia del Vocal o Vocales reemplazados. Una vez completado el referido período, corresponderá el 
siguiente reemplazo con el Vocal que le sigue en mayor antigüedad de colegiatura y así sucesivamente”.  

5  Conforme a dicha resolución en el caso de los vocales de la Primera Sala, dicho orden de antigüedad es el siguiente: 
vocal Luis Guillermo Agurto Villegas, vocal Segundo Ulises Zamora Barboza y vocal Tatiana Azucena Valverde 
Alvarado. 
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Artículo 2.- SOLICITAR a la UNIVERSIDAD NACIONAL DE SAN ANTONIO ABAD 
DEL CUSCO que, en un plazo máximo de siete (7) días hábiles, acredite la entrega de 
dicha información a BRAYAN MARTIN RAMOS CASTILLO. 
 
Artículo 3.- DECLARAR agotada la vía administrativa al amparo de lo dispuesto en el 
artículo 228 del Texto Único Ordenado de la Ley N° 27444, Ley del Procedimiento 
Administrativo General, aprobado por Decreto Supremo N° 004-2019-JUS. 
 
Artículo 4.- ENCARGAR a la Secretaría Técnica del Tribunal de Transparencia y 
Acceso a la Información Pública, la notificación de la presente resolución a BRAYAN 
MARTIN RAMOS CASTILLO y a la UNIVERSIDAD NACIONAL DE SAN ANTONIO 
ABAD DEL CUSCO, de conformidad con lo previsto en el numeral 18.1 del artículo 18 
de la Ley N° 27444.  
 
Artículo 5.- DISPONER la publicación de la presente resolución en el Portal Institucional 
(www.minjus.gob.pe).   
 
 
 
 

 

 
 

 
JOHAN LEÓN FLORIÁN 

Vocal Presidente 
 

                                              
 
 
 
 
 
 

VANESSA LUYO CRUZADO                               ULISES ZAMORA BARBOZA    
                      Vocal                                        Vocal 
 
 
 
vp: vlc 
 


